
ECOS Y COMENTARIOS 

Ricardo de Lorenzo 

El derecho de defensa 
REDACCION MEDICA.  

Resulta llamativo la poca repercusión, que en el sector sanitario 
están produciendo los dos proyectos de ley que tienen como 
objeto la supuesta agilización de la Justicia, uno de ellos 
destinado a simplificar los procesos civiles y contencioso-
administrativos y otro que regula el uso de las nuevas 
tecnologías, suprimiendo, en mi opinión, importantes derechos 
procesales de los justiciables. Estamos hablando del Proyecto de 
Ley de medidas de agilización procesal y del Proyecto de Ley de 
Nuevas Tecnologías en la Administración de Justicia. 
 
En efecto, con el pretexto de acelerar y dar fluidez a la actividad 
judicial, el proyecto de ley de medidas de agilización procesal, acomete reformas en las 
jurisdicciones civil y contencioso-administrativo destinadas a simplificar el proceso y reducir, 
supuestamente repito, costes y tiempo, a través de la eliminación de trámites innecesarios y la 
racionalización del sistema de recursos (sic), eliminando de un plumazo el recurso de apelación 
contra las sentencias dictadas en juicios verbales. Así, se suprime el recurso de apelación en 
los juicios por asuntos de menos de 6.000 euros en el orden jurisdiccional civil -el competente 
para reclamación de cantidades- de tal forma que la sentencia de primera instancia será firme y 
no recurrible. Y se sube igualmente de 150.000 euros a 800.000 euros las cuantías mínimas 
para recurrir ante las Salas Civil y Contencioso Administrativa del Tribunal Supremo, con lo que 
el Tribunal Supremo hoy máximo exponente del conocimiento de nuestro Derecho Sanitario, 
verá pocos procedimientos de responsabilidad profesional, salvo que se incrementen los 
importes de las reclamaciones con su gravísima consecuencia en el sector asegurador 
sanitario. 
 
Los argumentos de la Exposición de Motivos son más que discutibles por su negativo recorte 
de derechos, e incluso rebatibles con datos oficiales del CGPJ, dos de cuyos vocales votaron 
en contra del informe favorable al proyecto de ley. La exclusión de determinados recursos es 
admisible en ciertos procesos, pero lo que plantea la reforma no es una respuesta específica, 
sino una tabla rasa que requiere un estudio y un debate más amplios que los que pretende el 
Gobierno, cuando apenas quedan ocho meses de actividad legislativa. 
 
No se pueden recortar las garantías de los ciudadanos para agilizar la Justicia ni para hacer 
disminuir la litigiosidad , es evidente que no tiene ninguna justificación suprimir el recurso de 
apelación en juicios verbales, creando situaciones como que dos Juzgados dicten sentencias 
contradictorias en un asunto de cuantía inferior a 6.000 euros y no puedan recurrirse. Y qué 
decir tiene que en la Jurisdicción Contenciosa, jurisdicción de la Administración, se limiten los 
recursos, colocando en una situación de desventaja a los profesionales sanitarios frente a la 
Administración, que afectará y no garantizará el principio fundamental de defensa y con él su 
acceso a la tutela judicial efectiva. 

 

 


